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En el presente Informe Jurídico se analiza un procedimiento administrativo 
sancionador que se inició como consecuencia de la denuncia interpuesta por la 
señora Liz Esther Misaico Ochoa ante el Órgano Resolutivo de Procedimientos 
Sumarísimos de Protección al Consumidor N°3 del INDECOPI en contra de Total 
Artefactos S.A, por presuntas infracciones a la Ley N° 29571, Código de 
Protección y Defensa del Consumidor. La denunciante narró que el proveedor 
denunciado puso a su disposición un televisor marca LG defectuoso, toda vez 
que, al llegar a su domicilio luego de haber sido adquirido, advirtió que la pantalla 
únicamente emitía rayas y no imágenes; y, pese a los reiterados reclamos 
efectuados de manera presencial en el establecimiento donde adquirió el 
producto y a través del Libro de Reclamaciones, se negaron a brindar una 
solución en aplicación de la garantía, al indicarle que la pantalla se encontraba 
rota y que dicho daño habría sido causado por su persona, por lo que, al no 
tratarse de un defecto de fábrica, no era factible efectuar su cambio, reparación 
o la devolución del dinero abonado. Es por ello que la señora Misacio decide 
acudir al INDECOPI e interponer su denuncia, la misma que fue admitida a 
trámite por el órgano resolutivo debido a presuntas infracciones a los artículos 
11° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor.  
Asimismo, en el informe se analizan conceptos jurídicos relevantes tales como 
la carga de la prueba en un procedimiento administrativo sancionador en materia 
de consumidor, los criterios de graduación de la sanción administrativa, la 
nulidad de oficio, la incorrecta imputación de cargos formulada por el órgano 
resolutivo, el deber de idoneidad de los proveedores; siendo estos los más 
relevantes respecto al presente Informe Jurídico materia de sustentación. En 
primera instancia, el Órgano Resolutivo de Procedimientos Sumarísimos de 
Protección al Consumidor N°3 resolvió declarar fundada la denuncia por 
presunta infracción al artículo 19° del Código, en la medida en que había 
quedado acreditado que Total Artefactos S.A. puso a disposición de la 
denunciante un televisor defectuoso y, asimismo, no brindó alternativas de 
solución a la denunciante, tales como el ingreso del producto al servicio técnico 
para su evaluación, pese a que esta puso en su conocimiento los defectos 
cuestionados. Así también, se declaró el archivo de la denuncia contra LG 
Electronics Perú S.A. – el cual fue incluido de oficio – al no haber quedado 
acreditado que la denunciante puso en su conocimiento los hechos 
cuestionados. Sin embargo, la Comisión de Protección al Consumidor N°2 
decidió revocar la resolución expedida por el Órgano Resolutivo, en el extremo 
en que se declaraba fundada la denuncia y reformándola la declaró infundada, 
en la medida que no pudo quedar acreditado dentro del procedimiento que Total 
Artefactos haya puesto a disposición de la denunciante un televisor con fallas, 
toda vez que, de la revisión de los medios probatorios presentados, se advierte 
una conformidad de recepción suscrita por la señora Misaico y que, de las 
propias alegaciones formuladas en su escrito de denuncia, fue la responsable de 
su traslado.  
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

 

DENUNCIA 

El 4 de julio de 2017, la señora Liz Esther Misaico Ochoa (en adelante, la señora Misaico) 

interpuso una denuncia contra Total Artefactos S.A. (en adelante, La Curacao) ante el 

Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de Protección de la Propiedad 

Intelectual (en adelante, INDECOPI), por presuntas infracciones a la Ley N° 29571, 

Código de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el Código), por los 

siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

 

- El 7 de abril de 2017, adquirió en el establecimiento de la denunciada un televisor, 

no obstante, al momento de prenderlo en su domicilio, advirtió que dicho producto 

se encontraba malogrado. 

- A efectos de realizar el cambio de televisor, el mismo día de los hechos retornó al 

establecimiento comercial, donde el vendedor Jhonatan Esteban Peña Marticorena 

le indicó que el televisor que adquirió no era nuevo sino uno de exhibición en tanto 

no existía uno nuevo en el almacén. 

- Ante su insistencia, el personal de la denunciada retiró de la caja el televisor, 

corroborando que el mencionado producto se encontraba malogrado, motivo por el 

cual llamó a su supervisor, quien le indicó que la razón por la cual se encontraba 

malogrado el producto era que este había recibido un golpe (rodillazo) en el centro 

de la pantalla. 

- Dicho supuesto era absurdo en la medida que el televisor se encontraba dentro de 

una caja, además de encontrarse envuelto por un protector, siendo que lo que pudo 

suceder es que al momento de ser empaquetado –en tanto nadie se percató de ese 

detalle- dicho producto fue golpeado por los trabajadores de la denunciada. 

- Su error fue no probar si prendía el televisor antes de trasladarlo a su casa, no 

obstante, ello no fue así ya que pensó que el televisor era nuevo, esto es, su empaque 

no había sido abierto. 

- Ante sus reiterados reclamos, no obtuvo respuesta, siendo que, ante su solicitud de 

devolución de dinero, el gerente del establecimiento comercial de la denunciada me 



indicó que, de ser así, devolviera el televisor en óptimas condiciones, lo cual 

resultaba injusto en tanto ella no lo malogró. 

- Al día siguiente, retornó a efectos de buscar una solución, sin embargo, el referido 

gerente maltrató a su padre, manifestando que la única solución viable era la 

reparación del bien por la suma de S/ 1600,00, exigiéndole prepotentemente el 

retiro del televisor de su local. 

- El día 13 de abril de 2017 retiró del establecimiento comercial el televisor materia 

de denuncia, solicitando, a su vez, el libro de reclamaciones de la denunciada. 

- Solicitó como medida correctiva que la denunciada anulara los documentos 

firmados en virtud de la adquisición del producto, así como que retiraran el mismo 

de su domicilio. De igual modo solicitó que se aplique una sanción ejemplar por la 

conducta infractora materia de denuncia.  

 

Medios probatorios: 

 

- Fotografía de la pantalla del televisor materia de denuncia. 

- Copia del certificado de garantía del producto adquirido del 7 de abril de 2017. 

- Copia de la boleta de venta del 7 de abril de 2017, con la cual adquirió el 

mencionado televisor. 

- Copia de la Hoja de Reclamación 8 del 13 de abril de 2017. 

- Copia de la carta del Pagaré referido a la compra del televisor materia de denuncia, 

el cual contenía la Hoja de Resumen y el Cronograma de Pagos. 

 

RESOLUCIÓN ADMISORIA 

Con Resolución 1 del 4 de octubre de 2017, el Órgano Resolutivo de Procedimientos 

Sumarísimos de Protección al Consumidor N° 3 (en adelante, el ORPS) incluyó de oficio 

a LG Electronics Perú S.A. (en adelante, LG) en el procedimiento.  

 

En atención a ello, admitió a trámite la denuncia de la señora Misaico contra ambos 

administrados (a saber, La Curacao y LG), en tanto habrían puesto a disposición de la 

denunciante un televisor que presentaba fallas técnicas en su funcionamiento debido a 

que este era uno de exhibición, calificándola como una presunta infracción de los artículos 

11° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 



 

Para lo cual, corrió traslado de la denuncia a las mencionadas denunciadas, a efectos de 

que presentaran, en un plazo cinco (5) días hábiles de notificada la referida resolución sus 

argumentos de defensa, requiriéndoles que cumplieran con:  

 

- Informar sobre el procedimiento de venta de televisores en exhibición, debiendo 

precisar si es que estos contaban con un precio especial u otro detalle; y,  

- Presentar una copia legible u original del manual de uso y garantía del producto 

materia de denuncia. 

 

DESCARGOS 

Mediante escrito del 24 de noviembre de 2017, complementado el 27 de noviembre del 

mismo año, La Curacao se apersonó al procedimiento administrativo iniciado en su 

contra, señalando los siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

 

- Había brindado una información veraz y oportuna acerca de la venta del televisor 

materia de denuncia, explicando las condiciones, los usos del mismo, los manuales 

de instrucción de uso de los productos y su garantía, siendo que el producto 

entregado fue uno nuevo, sin uso y en perfectas condiciones, para lo cual adjuntaba 

un documento debidamente suscrito por la denunciante que lo afirmaba. 

- El defecto señalado por la señora Misaico, así como su responsabilidad por tal 

situación debían ser acreditados por la denunciante, de lo contrario, la denuncia 

debía ser declarada infundada. 

- Solicitó que la Autoridad Administrativa realizara un informe técnico a efectos de 

esclarecer los hechos denunciados, el cual sería pagado por la parte vencida en el 

procedimiento. 

 

Medios probatorios: 

 

- Copia de la conformidad de la entrega del producto adquirido. 

- Copia del manual de uso del televisor materia de denuncia. 

 



De otro lado, a través del escrito del 24 de noviembre de 2017, LG se apersonó al 

procedimiento administrativo iniciado en su contra, señalando los siguientes 

fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

 

- Toda presunta falla presentada en los artefactos de su marca, contaban con una 

garantía explícita, la cual era otorgada de manera expresa y trasladada al momento 

de la entrega del producto. 

- Sobre el producto materia de denuncia, no contaba con ninguna atención, visita o 

servicio técnico efectuado en el domicilio de la denunciante a efectos de verificar 

la falla alegada. 

- Sin perjuicio de lo dicho anteriormente, de la revisión de la fotografía del televisor 

de la señora Misaico se advertía que presentaba la pantalla rota, por lo que en dichas 

condiciones la garantía no cubría el desperfecto al haber sido producto por una 

causa externa al producto. 

- La empresa era ajena a la relación de consumo entablada entre La Curacao y LG, 

por lo cual solicitaba la exclusión del procedimiento. 

 

Medios probatorios: 

 

- Copia del certificado de garantía del producto adquirido. 

- Copia del manual de uso del televisor materia de denuncia. 

 

RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA  

Con Resolución 0130-2018/PS3 del 25 de enero de 2018, el ORPS emitió el siguiente 

pronunciamiento: 

 

- Declaró fundada la denuncia interpuesta por la señora Misaico contra La Curacao, 

por infracción del artículo 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

al haberse acreditado que la proveedora denunciada no brindó solución a la señora 

Misaico, a pesar que el defecto fue puesto en su conocimiento; sancionándola con 

una multa de media (0,5) UIT. 



- Declaró infundada la denuncia interpuesta por la señora Misaico contra LG, por 

infracción del artículo 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al 

no haberse acreditado que la proveedora denunciada puso a disposición de la 

denunciante un televisor malogrado. 

- Ordenó a La Curacao, en calidad de medida correctiva, que cumpla con realizar las 

acciones necesarias para que el televisor materia de denuncia ingresara al servicio 

técnico a efectos de determinar la causa que originó la falla técnica, previa entrega 

del producto por la señora Misaico. 

- Condenó a La Curacao al pago de las costas y los costos del procedimiento a favor 

de la señora Misaico. 

- Dispuso la inscripción de La Curacao en el Registro de Infracciones y Sanciones 

del Indecopi. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

El 27 de febrero de 2018 y dentro del plazo establecido por el ordenamiento jurídico, La 

Curacao interpuso su recurso de apelación contra la resolución emitida por el órgano 

resolutivo de la primera instancia a efectos de que se revocara la misma y se dejase sin 

efecto la sanción impuesta; ello, bajo los siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

 

- Lo resuelto por la primera instancia carecía de motivación, lo cual le causaba 

agravio, en tanto no pudo elaborar un informe técnico de las causas que originó el 

defecto en el televisor, puesto que este se encontraba en posición de la denunciante, 

quien no había llevado el mismo al servicio técnico para que se emitiera un informe 

técnico en virtud de su evaluación. 

- Sus clientes eran informados por diversos medios de información, sobre todo lo 

concerniente al uso del producto y las condiciones del bien adquirido. 

- Solicitó nuevamente la realización de un informe técnico a efectos de verificar y/o 

esclarecer los hechos cuestionados por la denunciante, de considerarlo pertinente; 

ello, en atención del Principio de Verdad Material. 

 

 

RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 



Con Resolución 1164-2018/CC2 del 29 de mayo de 2018, la Comisión de Protección al 

Consumidor – Sede Lima Central N° 2 (en adelante, la Comisión) revocó la Resolución 

0130-2018/PS3 del 25 de enero de 2018, en el extremo que declaró fundada la denuncia 

interpuesta por la señora Misaico contra La Curacao, por infracción del artículo 19° del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, y, en consecuencia, la declaró 

infundada la misma, al no haberse acreditado que la proveedora denunciada puso a 

disposición de la denunciante un televisor que presentaba fallas técnicas en su 

funcionamiento. Por tanto, dejó sin efecto la sanción impuesta, la medida correctiva 

ordenada y la inscripción de la proveedora denunciada en el Registro de Infracciones y 

Sanciones del Indecopi. 

 

No obstante, mediante Resolución 1441-2018/CC2 del 4 de julio de 2018, la Comisión 

declaró la nulidad de oficio de la Resolución 1164-2018/CC2 del 29 de mayo de 2018, 

toda vez que la cédula de notificación de la Resolución 1 del 7 de mayo de 2018 no fue 

debidamente notificada a la señora Misaico; por lo que dispuso retrotraer el 

procedimiento al momento de la afectación al debido procedimiento.  

 

Habiendo sido notificado correctamente el mencionado acto administrativo a la 

denunciante y no advirtiéndose otro defecto en el procedimiento, con Resolución 2357-

2018/CC2 del 10 de octubre de 2018, la Comisión revocó la Resolución 0130-2018/PS3 

del 25 de enero de 2018, en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta por 

la señora Misaico contra La Curacao, por infracción del artículo 19° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, y, en consecuencia, la declaró infundada la misma, 

al no haberse acreditado que la proveedora denunciada puso a disposición de la 

denunciante un televisor que presentaba fallas técnicas en su funcionamiento.  

 

En virtud de ello, dejó sin efecto la sanción impuesta, la medida correctiva ordenada y la 

inscripción de la proveedora denunciada en el Registro de Infracciones y Sanciones del 

Indecopi. 

 

 

 

 

 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

Las principales cuestiones que se pueden advertir en el expediente materia de análisis son 

las detalladas a continuación: 

 

1. La innecesaria inclusión de oficio de LG Electronics Perú S.A. (en adelante 

LG) al procedimiento seguido por la señora Misaico contra Total Artefactos 

S.A. (en adelante La Curacao). 

 

IDENTIFICACIÓN 

Mediante Resolución 1 del 4 de octubre de 2017, el ORPS incluyó de oficio a LG 

al procedimiento iniciado por la señora Misaico contra La Curacao. Ello, en virtud 

del artículo 86° inciso 3 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, toda vez que la responsabilidad por la idoneidad del 

producto adquirido (televisor de marca LG) le correspondía a LG al ser la empresa 

fabricante.  

 

Con ello, la controversia gira en torno a si dicha actuación es adecuada o no en el 

trámite del presente procedimiento administrativo. 

 

ANÁLISIS 

El artículo 86° inciso 3 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General establece que uno de los deberes de la Autoridad 

Administrativa es: “encauzar de oficio el procedimiento, cuando advierta cualquier 

error u omisión de los administrados, sin perjuicio de la actuación que les 

corresponda a ellos”. 

 

Sobre ello, Morón (2019) señala que: 

 

A las autoridades administrativas les corresponde impulsar, dirigir y ordenar 

cualquier procedimiento administrativo sometido a su competencia hasta 

esclarecer las cuestiones involucradas, aun cuando se trate de procedimientos 

iniciados por el administrado. Este deber de oficialidad no excluye la 



posibilidad de colaboración o gestión de que goza el administrado para 

impulsar el trámite. (Pág. 560) 

 

Siendo así es deber de la Administración Pública corregir errores que puedan afectar 

las garantías que contienen el debido procedimiento administrativo, como por 

ejemplo la posible afectación al derecho de defensa, de un presunto infractor. No 

obstante, de adoptar dicha decisión la Administración Pública tiene que hacerlo 

motivando de manera suficientemente la misma que debe ser conforme al 

ordenamiento jurídico. 

 

En ese sentido, no es suficiente la voluntad de la Administración de querer 

incorporar a un administrado como parte al procedimiento sino es necesario evaluar 

si su situación jurídica está dentro del ámbito de aplicación de las normas de 

Protección y Defensa del Consumidor, así como si se cuenta con legitimidad para 

obrar. 

 

Así, el Código de Protección y Defensa del Consumidor establece dentro de su 

ámbito de protección a la relación de consumo o a una etapa preliminar a esta, 

siendo el primer término conceptualizado como aquella relación donde un 

consumidor adquiere un producto o contrata un servicio con un proveedor a cambio 

de una contraprestación económica. Asimismo, en su artículo 108° establece las 

causales de improcedencia de una denuncia, entre las cuales se encuentra la falta de 

legitimidad para obrar activa y pasiva. 

 

Asimismo, la legitimidad para obrar es una condición de la acción, siendo definida 

por Carnelutti (1944) como “la idoneidad de una persona para actuar en el proceso, 

debido a su posición y, más exactamente, a su interés o a su oficio” (Pág. 30). 

 

En el caso concreto, la denuncia formulada por la señora Misaico se encontraba 

referida a que en el establecimiento comercial denominado “La Curacao” (la 

empresa denunciada) le expendió un bien (televisor) que presentaba fallas técnicas 

en su funcionamiento debido a que este era uno de exhibición, para lo cual, a efectos 

de acreditar lo argumentado, adjuntó como medio probatorio una boleta de venta, 

con el cual pretendió acreditar la relación de consumo entre la proveedora (La 



Curacao) y la consumidora (la señora Misaico); en ese sentido, el problema jurídico 

es si ello resultaría suficiente o no para determinar si fue adecuado la inclusión de 

LG al procedimiento administrativo. 

 

2. La incorrecta imputación y tipificación por parte del ORPS respecto a los 

hechos denunciados por la señora Misaico. 

 

IDENTIFICACIÓN 

Mediante Resolución 1 del 4 de octubre de 2017, el ORPS admitió a trámite la 

denuncia interpuesta por la señora Misaico contra La Curacao y LG, en tanto 

habrían puesto a disposición de la denunciante un televisor no idóneo que 

presentaba fallas técnicas en su funcionamiento, siendo que, ante su reclamo, le 

indicaron que el producto era uno de exhibición (usado) y que el defecto fue 

causado por un golpe en la pantalla, negándose a asumir la responsabilidad por el 

hecho, calificándose dicha conducta como una presunta infracción de los artículos 

11° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

Ahora bien, el problema jurídico gira en torno a establecer si la calificación de dicha 

imputación fue adecuada al caso en concreto materia del procedimiento. 

 

ANÁLISIS 

El artículo 156° del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General establece que la tipificación corresponde a la autoridad que 

conoce de la denuncia, debiendo ser ello congruente con las peticiones formuladas 

por el administrado. 

 

En virtud de ello, corresponde precisar los siguientes alcances normativos: Los 

artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, desarrollan 

el deber de idoneidad, concepto que podría entenderse que vela -de un modo 

general- por la seguridad de los productos y servicios ofrecidos en el mercado; esto 

es, la correspondencia entre lo que el consumidor espera y lo que efectivamente 

recibe. 

 



Asimismo, el artículo 11° del Código de Protección y Defensa del Consumidor 

señala que la venta de productos con algún defecto o usados, debe informarse de 

manera preliminar al consumidor, ya sea mediante mecanismos directos de 

información o dejando constancia de ello en algún soporte como, por ejemplo, en 

el comprobante de pago correspondiente, siendo responsabilidad del proveedor 

acreditar el cumplimiento de dicha obligación. 

 

3. El análisis efectuado por la ORPS sobre los criterios o elementos de la 

graduación de la sanción impuesta a La Curacao. 

 

IDENTIFICACIÓN 

En la Resolución 0130-2018/PS3 del 25 de enero de 2018, el ORPS sancionó a La 

Curacao por la conducta infractora acreditada con una multa de media (0,5) UIT, 

para lo cual el órgano de la primera instancia basó su decisión en virtud de los 

siguientes criterios de graduación de la sanción: (a) el daño resultante de la 

infracción; y, (b) la probabilidad de detección.  

 

Siendo así, la controversia gira en torno a si el mencionado análisis es adecuado o 

no en el trámite del presente procedimiento administrativo. 

 

ANÁLISIS 

Aunque estemos ante un procedimiento sumarísimo, el Indecopi en sus reiterados 

pronunciamientos, sobre todo de sus Salas Especializadas en Protección al 

Consumidor, las sanciones administrativas tienen como finalidad principal la de 

disuadir y/o desincentivar la realización de infracciones por parte de los 

proveedores para que así sus conductas sean orientadas al cumplimiento estricto del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor.  

 

En este punto cabe mencionar que a efectos de determinar una sanción acorde a la 

conducta infractora acarreada, toman en consideración los principios de la potestad 

sancionadora administrativa establecidas en el Texto Único Ordenado de la Ley 

27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General, en especial, el Principio 

de Razonabilidad. 

 



Asimismo, cabe mencionar lo siguiente: 

 

La ventaja de utilizar una determinada metodología no sólo es generar 

predictibilidad respecto de la actuación de la autoridad administrativa, sino 

que la obliga a fundamentar con mayor rigor y detalle el tipo y monto de la 

sanción a imponer, evitándose decisiones absolutamente discrecionales. 

(Gómez, Isla y Mejía, 2010, Pág. 141) 

 

Ahora, más allá de que en el artículo 112° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor establezca que el Indecopi puede tomar en consideración los criterios 

indicados en su norma, no concluyéndose de manera expresa que ello sea una 

obligación como tal, lo cierto es que existen ciertos criterios cuya utilización 

generan una visión mucho más amplia y detallada de la imposición por parte de la 

Administración de una sanción a la denunciada, la cual podía ser una amonestación 

y/o una multa. 

 

4. La inadecuada disposición por parte del ORPS de una medida correctiva 

reparadora acorde al hecho denunciado acreditado en contra de La Curacao. 

 

IDENTIFICACIÓN 

En la Resolución 0130-2018/PS3 del 25 de enero de 2018, la ORPS dispuso como 

medida correctiva que La Curacao, en el plazo de quince (15) días hábiles, 

cumpliera con realizar las acciones necesarias para que el televisor materia de 

denuncia ingresara al servicio técnico a efectos de determinar la causa que originó 

la falla técnica, previa entrega del producto por la señora Misaico. 

 

Así la controversia gira en torno a si dicha actuación es adecuada o no en el trámite 

del presente procedimiento administrativo. 

 

ANÁLISIS 

En virtud de lo dispuesto en el Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

las medidas correctivas se dividen en dos: (i) las reparadoras y (ii) las 

complementarias, siendo la finalidad de la primera la de resarcir las consecuencias 

patrimoniales directas e inmediatas ocasionadas al consumidor por la infracción 



acarreada por el proveedor, mientras que la segunda, la de revertir los efectos de la 

conducta infractora o evitar que esta se produzca nuevamente en el futuro. 

 

A mayor abundamiento, Espinoza (2010) indica que:  

 

No se debe olvidar que la función del resarcimiento (indemnización) en 

manera específica no se agota en el hecho que las cosas vuelvan a su estado 

anterior, sino que incluye supuestos dirigidos a aliviar o satisfacer la situación 

del dañado, por el contrario, la medida correctiva es una sanción 

administrativa que busca (sólo) tratar que las cosas vuelvan al estado anterior.  

No hay usurpación de funciones del Poder Judicial: tan cierto es ello que 

cualquiera de las partes involucradas podría contradecir judicialmente, 

agotada la vía administrativa previa, el mandato de cumplir con la medida 

correctiva. (Pág. 169) 

 

5. La omisión por parte de la Comisión sobre la notificación de la cédula 

correspondiente a la Resolución 1 del 7 de mayo de 2018, la cual se encontraba 

dirigida a la señora Misaico. 

 

IDENTIFICACIÓN 

Con Resolución 1164-2018/CC2 del 29 de mayo de 2018, la Comisión revocó lo 

resuelto por la primeria instancia en el extremo que declaró fundada la denuncia 

interpuesta por la señora Misaico contra La Curacao por infracción del artículo 19° 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

No obstante, a través de la Resolución 1441-2018/CC2 del 4 de julio de 2018, la 

Comisión declaró la nulidad de oficio de la Resolución 1164-2018/CC2, al advertir 

que la cédula de notificación de la Resolución 1 dirigida a la señora Misaico no fue 

debidamente diligenciada, retrotrayendo de esta manera el procedimiento al 

momento de la afectación al debido procedimiento.  

 

Por lo que, el problema es en torno a si dicha actuación es adecuada o no en el 

trámite del presente procedimiento administrativo. 

 



ANÁLISIS 

Conforme lo establece el artículo 10º del Texto Único Ordenado de la Ley de 

Procedimiento Administrativo General, las causales de nulidad del acto 

administrativo son: (i) la contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas 

reglamentarias, (ii) el defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez 

(salvo que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto), (iii) los 

actos expresos o los que resulten como consecuencia de la aprobación automática 

o por silencio administrativo positivo, por los que se adquiere facultades, o 

derechos, cuando son contrarios al ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen 

con los requisitos, documentación o tramites esenciales para su adquisición; y, (iv) 

los actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal, o que se dicten 

como consecuencia de la misma. 

 

Ahora bien, en el artículo 3° de la norma citada, uno de los requisitos de validez de 

un acto administrativo es el procedimiento regular, el cual debe preceder la emisión 

del referido acto. 

 

Sobre ello, Rojas (2011) señaló lo siguiente: 

 

El debido proceso es, así, una garantía formal para el administrado en el 

sentido de que deben cumplirse todos los actos y/o fases procedimentales que 

la ley exige para que una decisión o resolución (acto final) pueda calificarse 

con validez a la luz del ordenamiento jurídico. (Pág 184) 

 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

1. Sobre la innecesaria inclusión de oficio de LG al procedimiento seguido por la 

señora Misaico contra La Curacao. 

 



El ORPS resolvió incluir de oficio a LG al procedimiento administrativo iniciado 

por la señora Misaico en contra de La Curacao, toda vez que la responsabilidad por 

la idoneidad del producto adquirido (televisor de marca LG) le correspondía a LG 

al ser la empresa fabricante, lo cierto es que: (i) la relación de consumo entablada 

era entre La Curacao (proveedora) y la señora Misaico (consumidora), conforme se 

advertía de la revisión de la boleta de venta del 7 de abril de 2017 adjunta como 

medio probatorio, y (ii) la falta de idoneidad cuestionada por la señora Misaico se 

encontraba referida a que La Curacao pusiera a su disposición un televisor 

(independientemente de la marca) que no cumplía con la finalidad para la cual fue 

adquirida.  

 

Sobre el particular, el Código de Protección y Defensa del Consumidor además de 

regular el ámbito de aplicación de la norma, en su artículo 108° establece las 

causales de improcedencia de una denuncia, entre las cuales se encuentra la falta de 

legitimidad para obrar activa y pasiva. 

 

Así la legitimidad para obrar es una condición de la acción, así cabe precisar que la 

diferencia entre legitimidad para obrar activa y pasiva radica en que: 

 

La primera, le corresponde al denunciante, es decir, quien se encuentre en 

calidad de actor. En cuanto a la legitimidad para obrar pasiva, esta le 

corresponde al denunciado, adversario o contradictor. El concepto de 

legitimidad está ligado al de capacidad procesal, siendo ésta la aptitud del 

sujeto de derecho de actuar como parte en un proceso ejerciendo los derechos 

por sí mismo. (Morales, 2005, Pág. 155). 

 

En virtud de las consideraciones expuestas, un administrado carecerá de legitimidad 

para obrar pasiva, cuando no sea la persona contra la cual deban dirigirse las 

pretensiones denunciadas. 

 

Siendo así, en el caso materia de análisis LG carecía de legitimidad para obrar 

pasiva en la medida que la empresa que puso a disposición de la señora Misaico el 

producto materia de denuncia fue La Curacao, quien como empresa proveedora en 

el rubro de ventas de artefactos electrodomésticos y demás objetos contaba con los 



conocimientos especializados sobre el funcionamiento de los mismos; ello, más aún 

si es que nunca fue usada la garantía del producto adquirido. 

 

2. Sobre la incorrecta imputación y tipificación por parte de la ORPS de los 

hechos denunciados por la señora Misaico. 

 

De la lectura de los artículos 11°, 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, se advierte que el primero de ellos se encuentra referido al deber de 

información que debe tener el proveedor frente al consumidor sobre la venta de 

productos que presentan algún defecto y/o se encuentran usados, no obstante, los 

siguientes artículos se encuentran relacionados al deber de idoneidad que debe 

ostentar todo proveedor frente a los consumidores por el producto y/o servicio 

prestado. 

 

Partiendo de dichos conceptos normativos y lo denunciado por la señora Misaico, 

se advierte que el cuestionamiento se encontraba enmarcado principalmente como 

una presunta infracción al deber de idoneidad recogido en el mencionado Código, 

toda vez que lo cuestionado radicaba en que la proveedora denunciada habría puesto 

a su disposición un televisor que presentaba fallas técnicas en su funcionamiento 

debido a que este no era uno nuevo sino de exhibición  y no, si dicha empresa le 

habría informado o no sobre las características o detalles (a saber, de exhibición) 

que presentaba el producto materia de denuncia. 

 

En atención a ello, en el presente caso materia de análisis, el órgano de la primera 

instancia debió imputar desde un comienzo el hecho denunciado únicamente bajo 

el amparo de los artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor.  

 

Sin perjuicio de ello, es pertinente mencionar que el ORPS, a través de la 

Resolución 0130-2018/PS3 del 25 de enero de 2018, de manera previa, determinó 

que el hecho denunciado por la señora Misaico en contra de La Curacao sería 

únicamente analizado bajo el artículo 19° del referido Código, en tanto si bien el 

producto adquirido (televisor de marca LG) fue de exhibición no guardaba relación 

colegir que este fuese usado. 



 

3. Sobre el análisis efectuado por la ORPS sobre los criterios o elementos de la 

graduación de la sanción impuesta a La Curacao. 

 

Respecto de la conducta acreditada referida a que la proveedora denunciada puso a 

disposición de la denunciante un televisor que presentaba fallas técnicas en su 

funcionamiento debido a que este era uno de exhibición, se observa que los criterios 

de graduación de la sanción que aplicó el ORPS en su pronunciamiento  fueron: (a) 

el daño resultante de la infracción; y, (b) la probabilidad de detección, los cuales si 

bien estuvieron debidamente desarrollados y fundamentados en su 

pronunciamiento, el órgano de la primera instancia había omitido desarrollar el 

criterio de “beneficio ilícito” que consiste en: “el beneficio real o potencial producto 

de la infracción administrativa. Es lo que percibe, percibiría o pensaba percibir el 

administrado cometiendo la infracción menos lo que percibiría si no la hubiera 

cometido”. (Gómez, Isla y Mejía, 2010, Pág 139) 

 

Entonces, al haberse acreditado la vulneración al derecho de consumidor de la 

señora Misaico, era lógico colegir que el beneficio ilícito se configuraba como la 

ganancia que obtuvo la proveedora denunciada por la puesta a disposición de la 

denunciante un producto no idóneo.  

 

En este punto, es pertinente precisar que los criterios y/o elementos establecidos y 

desarrollados por el órgano de la primera instancia deben guardar plena armonía 

con los principios administrativos establecidos en la normativa sobre 

procedimientos administrativos y/o sancionadores, tales como el de razonabilidad, 

proporcionalidad y predictibilidad. 

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, conforme al criterio sostenido por el 

Indecopi, la sanción administrativa persigue una finalidad pública por parte del 

Estado que consiste en desincentivar conductas ilícitas, no admitiéndose un afán 

retributivo a favor del particular denunciante; por lo que, es la propia 

Administración Pública la encargada de establecer la procedencia y naturaleza de 

la sanción a imponer, así como la cuantía de ser el caso, de modo tal que cumpla 

con los fines públicos antes citados. 



 

4. Sobre la inadecuada disposición por parte del ORPS de una medida correctiva 

reparadora acorde al hecho denunciado acreditado en contra de La Curacao. 

 

De la lectura de la Resolución 0130-2018/PS3 del 25 de enero de 2018, se observa 

que la ORPS dictó como medida correctiva que La Curacao, en el plazo de quince 

(15) días hábiles, cumpliera con realizar las acciones necesarias para que el televisor 

materia de denuncia ingresara al servicio técnico a efectos de determinar la causa 

que originó la falla técnica, previa entrega del producto por la señora Misaico. 

 

En primer lugar, cabe precisar que la conducta infractora acreditada se encontraba 

referida a que la proveedora denunciada puso a disposición de la denunciante un 

televisor que presentaba fallas técnicas en su funcionamiento debido a que este era 

uno de exhibición; por lo que, en su denuncia, la señora Misaico solicitó que se 

dejen sin efecto los documentos suscritos en virtud de la adquisición del producto, 

así como que retiraran el mismo de su domicilio.  

 

Si bien el ORPS denegó la medida correctiva solicitada por la denunciante, debido 

a que esta no guardaba congruencia con la finalidad contemplada con una medida 

correctiva reparadora o complementaria, lo cierto es que si tenía una finalidad 

reparadora, toda vez que: (i) el hecho denunciado no se encontraba referido a que 

la proveedora denunciada no quiso acceder a la garantía establecida en el certificado 

del televisor debido a que no era una causal de la misma sino la puesta a disposición 

de un producto no idóneo; y, (ii) de la conducta infractora acreditada, se colegía 

válidamente que lo que todo consumidor razonablemente esperaría de parte de su 

proveedora es que esta expendiera productos nuevos que no presentaran fallas 

técnicas al primer uso del mismo. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, cabe  señalar que una medida correctiva reparadora 

idónea para el caso que nos ocupa era que la proveedora denunciada, en el plazo de 

quince (15) días hábiles de notificada la resolución, cumpliera con: (i) entregar a la 

denunciante un televisor nuevo que no presentara fallas técnicas, cuyas 

características y/o funciones sean similares a la adquirida o, de no ser ello posible, 



que cumpliera con (ii) reembolsar a la denunciante la suma total pagada por la 

adquisición de un producto no idóneo. 

 

Finalmente, cabe advertir que la primera instancia pudo ordenar además una medida 

correctiva complementaria, dada la potestad que ostentaba en atención al Código 

de Protección y Defensa del Consumidor y al Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General, a efectos de cautelar los derechos de los 

consumidores. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, cabe  señalar que una medida correctiva 

complementaria idónea para dicho extremo hubiera sido, por ejemplo, que La 

Curacao, en el plazo de quince (15) días hábiles, cumpliera con capacitar a todo el 

personal de su establecimiento comercial, a efectos de que no se produzcan casos 

como los mencionados, para lo cual, de manera posterior al plazo establecido, 

deberá presentar los medios probatorios que acrediten el cumplimiento de dichas 

medidas correctivas dictadas. 

 

5. Sobre la omisión por parte de la Comisión de notificar la cédula 

correspondiente a la Resolución 1 del 7 de mayo de 2018, la cual se encontraba 

dirigida a la señora Misaico. 

 

De la revisión del expediente, se observa que la Comisión no corroboró que todas 

las actuaciones administrativas hayan estado debidamente notificadas a todas las 

partes del procedimiento a los domicilios consignados en el mismo, toda vez que, 

al momento de emitir la Resolución 1164-2018/CC2 el 29 de mayo de 2018, no 

obraba en el expediente la cédula de notificación de la Resolución 1 del 7 de mayo 

de 2018 dirigida a la señora Misaico, vulnerando de esta manera el Principio del 

Debido Procedimiento y su derecho de defensa, más aún si es que dicha instancia 

administrativa revocó lo resuelto por la primera instancia declarando infundada la 

denuncia presentada por la referida administrada. 

 

Por lo tanto, la Comisión debió corroborar las cédulas de notificación de manera 

exhaustiva a efectos de no generar posibles y futuras nulidades en sede 



administrativa (a través de una nulidad de oficio) o sede judicial (a través de un 

proceso contencioso administrativo). 

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, cabe precisar que, de manera posterior, 

la Comisión advirtió el mencionado defecto, por lo que a través de la Resolución 

1441-2018/CC2 del 4 de julio de 2018 declaró la  nulidad de oficio de la Resolución 

1164-2018/CC2, retrotrayendo de esta manera el procedimiento al momento de la 

afectación al debido procedimiento. 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

1. Sobre la Resolución 0130-2018/PS3 del 25 de enero de 2018. 

 

Respecto a dicha resolución, no me encuentro conforme con lo resuelto por el 

ORPS, en el extremo que declaró fundada la denuncia de la señora Misaico contra 

La Curacao referido a que la proveedora denunciada puso a disposición de la 

denunciante un televisor que presentaba fallas técnicas en su funcionamiento 

debido a que este era uno de exhibición.  

 

En primer lugar, es pertinente advertir que, conforme lo he argumentado 

anteriormente, no me encuentro conforme con la inclusión de oficio de LG al 

procedimiento administrativo, toda vez que la denunciada presentada estaba 

enmarcada en una relación de consumo entre La Curacao y la señora Misaico, por 

lo que LG carecía de legitimidad para obrar pasiva. 

 

Ahora bien, respecto al cuestionamiento de fondo, no me encuentro conforme 

debido a que el ORPS imputó un hecho denunciado y se pronunció sobre el mismo 

de manera incongruente, tal como se puede advertir a continuación. 

 

- Resolución 1 del 4 de octubre de 2017: El ORPS imputó como presunta 

conducta infractora que la proveedora denunciada “habría puesto a 

disposición de la denunciante un televisor que presentaba fallas técnicas en 

su funcionamiento debido a que este era uno de exhibición”. 

 



- Resolución 0130-2018/PS3 del 25 de enero de 2018: El ORPS declaró 

fundada la denuncia interpuesta contra La Curacao, toda vez que la 

proveedora denunciada “no cumplió con brindar una solución a la 

consumidora (internamiento o envío del producto al servicio técnico y/o 

comunicar a LG la ocurrencia de dicho hecho), por lo que no era posible 

verificar que la causa de la falla estuviese excluida por la garantía o fuese 

atribuida a la consumidora”. 

 

En ese sentido, el análisis efectuado por el ORPS fue distinto al hecho cuestionado 

recogido de la denuncia de la señora Misaico, toda vez que, conforme se advierte 

en el párrafo precedente, dicha administrada no denunció que la Curacao no habría 

brindado las facilidades para que la denunciante haga uso efectivo de la garantía del 

producto que adquirió (televisor marca LG), sino que este habría resultado no 

idóneo pues en su primer uso presentó fallas técnicas en su funcionamiento en tanto 

habría sido un producto de exhibición lo que le expendieron. 

 

Ahora bien, habiéndose advertido el hecho denunciado a ser analizado, de la 

revisión del expediente, se observa que la señora Misaico presentó, entre otros 

medios probatorios, los siguientes documentos: 

 

- La boleta de venta del 7 de abril de 2017, a través del cual adquirió el 

mencionado televisor, recibiendo dicho producto en conformidad en tanto no 

dejó constancia de lo contrario. 

- Fotografía de la pantalla del televisor materia de denuncia, la cual acreditaría 

el mal funcionamiento del producto, más no que el día de los hechos 

suscitados la proveedora denunciada le entregó en dicha condición el 

televisor. 

- El certificado de garantía del producto adquirido del 7 de abril de 2017, a 

través del cual la empresa fabricante del bien establece las causales que 

aplicarían para una reparación y/o cambio del producto. 

- Copia de la Hoja de Reclamación 8 del 13 de abril de 2017, a través de la cual 

la denunciante dejó constancia de los hechos ocurridos el día de la compra 

del televisor (a saber, el 7 de abril de 2017), no obstante, el referido reclamo 

fue interpuesto 6 días después de la compra, pudiendo colegirse que durante 



esos días el televisor pudo presentar un golpe o un mal manejo por parte de 

la interesada. 

 

En efecto, de la valoración conjunta de los referidos medios probatorios, se observa 

que la señora Misaico no presentó medios de pruebas, ni siquiera a nivel indiciario 

que acreditaran el hecho cuestionado en su denuncia, debiendo precisarse que, 

conforme a lo establecido en el artículo 173º.2 del Texto Único Ordenado de la Ley 

del Procedimiento Administrativo General y el artículo 196º del Código Procesal 

Civil –norma de aplicación supletoria en los procedimientos administrativos–. 

 

Sobre este punto, cabe señalar que, si bien la norma administrativa menciona que 

la Autoridad Administrativa debía impulsar de oficio los procedimientos, a fin de 

que esclarecer los hechos denunciados, lo cierto es que la actividad instructora de 

la Autoridad es guiada e impulsada por los indicios aportados por las partes, siendo 

que, en el supuesto que ello no suceda, resultaba razonable que su conducta se vea 

limitada por dicha circunstancia.   

 

En suma, en tanto dicho extremo de la denuncia no fue acreditado por la señora 

Misaico, correspondía que este sea declarado infundado, bajo la aplicación del 

principio de presunción de licitud, el cual se encuentra desarrollado como aquel 

principio a través del cual el proveedor investigado tendrá a su favor la presunción 

acorde con los parámetros de legalidad, siendo que esta se verá limitada cuando el 

consumidor lograra acreditar el defecto alegado.  

 

Sin perjuicio de ello, de haberse acreditado -si quiera de manera indiciaria- la 

conducta infractora, considero que la medida correctiva ordenada y la graduación 

de la sanción no fueron las adecuadas. 

 

Respecto al primero, debido a que no cumplía con la finalidad de la misma, 

debiendo haberse dictado lo siguiente: (i) como medida correctiva reparadora que 

la proveedora denunciada cumpliera con: (a) entregar a la denunciante un televisor 

nuevo que no presentara fallas técnicas, cuyas características y/o funciones sean 

similares a la adquirida o, de no ser ello posible, que cumpliera con (b) reembolsar 

a la denunciante la suma total pagada por la adquisición de un producto no idóneo; 



y, (ii) como medida correctiva complementaria que la proveedora denunciada 

cumpliera con capacitar a todo el personal de su establecimiento comercial, a 

efectos de que no se produzcan casos como los mencionados.  

 

Finalmente, respecto al segundo, en tanto el desarrollo de la graduación de la 

sanción impuesta a La Curacao pudo ser más exhaustivo, debiendo haber utilizado 

el criterio del beneficio ilícito para que así la sanción a imponer cumpliera con su 

función des-incentivadora. 

 

2. Sobre la Resolución 2357-2018/CC2 del 10 de octubre de 2018. 

 

Respecto a esta resolución, me encuentro conforme con lo resuelto por la Comisión, 

toda vez que dicha instancia revocó la resolución de la primera instancia declarando 

infundada la denuncia interpuesta por la señora Misaico contra La Curacao, al no 

haberse acreditado que la proveedora denunciada puso a disposición de la 

denunciante un televisor que presentaba fallas técnicas en su funcionamiento 

debido a que este era uno de exhibición.  

 

Ello, en la medida que ante la interposición de una denuncia, la parte denunciante 

es la obligada a acreditar si quiera a nivel indiciario los hechos cuestionados, 

debiendo para ello presentar medios probatorios que los sostengan. 

 

Así, el artículo 104° del Código de Protección y Defensa al Consumidor refiere que, 

una vez acreditado el defecto por el consumidor, corresponde al proveedor 

demostrar que este no le es imputable, esto es, tendrá la carga procesal de sustentar 

y acreditar que no es responsable por la falta de idoneidad del servicio prestado, ya 

sea porque actuó cumpliendo con las normas debidas o porque pudo acreditar 

fehacientemente la existencia de hechos ajenos que lo puedan eximir de 

responsabilidad. 

 

Aunado a ello, el artículo 173º.2 del Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General y el artículo 196º del Código Procesal Civil 

señalan que corresponde a los administrados aportar las pruebas de sus 

afirmaciones. 



 

En suma, no obra en el expediente administrativo ningún medio probatorio que 

pueda corroborar el hecho cuestionado por la señora Misaico, pues, por el contrario, 

si bien de la lectura de la Hoja de Reclamación 8 del 13 de abril de 2017, se podía 

advertir que la denunciante dejó constancia de los hechos ocurridos el 7 de abril de 

2017, lo cierto es que el referido reclamo fue interpuesto 6 días después de la 

compra del televisor. Por tanto, habiendo transcurrido varios días, no podía ser 

considerado el reclamo como un sucedáneo de los medios probatorios (indicio). 

 

En virtud de lo anteriormente expuesto y bajo los alcances del Principio de Licitud, 

en tanto la denunciante no cumplió con su carga probatoria respecto a su 

cuestionamiento, correspondía declarar infundada la denuncia de la señora Misaico 

por presunta infracción del artículo 19° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor. 

 

Por tanto, correspondía dejar sin efecto la sanción impuesta, la medida correctiva 

ordenada, la condena al pago de las costas y los costos del procedimiento, y la 

inscripción de la denunciada en el Registro de Infracciones y Sanciones del 

Indecopi. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

IV. CONCLUSIONES  

 

- Me encuentro conforme con lo resuelto por la Comisión de Protección al 

Consumidor – Sede Central N° 2, toda vez que no se acreditó que la 

proveedora denunciada puso a disposición de la denunciante un televisor que 

presentaba fallas técnicas en su funcionamiento debido a que este era uno de 

exhibición. 

 

- La Autoridad Administrativa tenía la obligación de recoger los hechos 

denunciados en atención a lo solicitado en su denuncia, esto es, la imputación 

y posterior calificación de los mismos debían ser congruentes con lo 

realmente cuestionado por el denunciante. 

 

- La inclusión de oficio de LG Electronics Perú S.A. debía responder a hechos 

trascendentales y acordes a lo denunciado, los cuales motivaran así la decisión 

tomada por el ORPS. 

 

- Las sanciones y/o medidas correctivas impuestas por toda instancia 

administrativa debían ser acorde a los hechos denunciados acreditados a lo 

largo del procedimiento, cumpliendo de esa manera con su propia finalidad 

des-incentivadora y reparadora, respectivamente. 

 

- La Comisión de Protección al Consumidor, al momento de resolver la 

controversia, debió tener mayor diligencia de que todos los actos 

administrativos se encontraban notificados a las partes del procedimiento 

respetando con ello el debido procedimiento administrativo. 
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VI. ANEXOS 

1) ESCRITO DE DENUNCIA Y ANEXOS. 

2) DESCARGOS DE LG ELECTRONICS PERÚ S.A. 

3) DESCARGOS DE TOTAL ARTEFACTOS S.A. 

4) RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA. 

5) APELACIÓN 

6) RESOLUCION DE SEGUNDA INSTANCIA (DECLARADA NULA) 

7) RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA DECLARANDO LA 

NULIDAD DE OFICIO. 

8) RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 














































































































































































































































































